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RESUMEN EJECUTIVO

La violencia contra las mujeres constituye una preocupación creciente en el sistema interamericano de la CIM- OEA, a través del MESECVI en particular. En este marco, de variadas acciones, se han alcanzado logros importantes en la implementación de las disposiciones de la Convención de Belém do Pará, tanto en el ámbito internacional como nacional, mediante el avance del ordenamiento jurídico interno de los Estados Partes y el desarrollo de las políticas, programas y planes implementados por los Mecanismos Nacionales de la Mujer y otras instituciones y organismos públicos y privados.

En este sentido el presente Informe esta estructurado tomando en cuenta los Criterios Generales sobre la Metodología aplicada en el Informe Preliminar del MESECVI: Tratamiento Igualitario y la Equivalencia Funcional.
Medidas tomadas por el Estado, en cuanto a la aplicación de las disposiciones específicas de la Convención para determinar si ellas buscan cumplir con las obligaciones y propósitos de ésta.

CRITERIOS ESPECÍFICOS: 

Nivel de avance en la implementación de la Convención.

Evaluar los progresos realizados y si las hubiere las áreas en las que se requieran los avances en la implementación de la Convención. Existencia y perspectivas de un marco jurídico y /o de otras medidas tomadas por los Estados.

Estructura del Informe Preliminar, tomando en consideración la siguiente Metodología:


Resumen ejecutivo o síntesis; Cuatro capítulos correspondientes a las respuestas dadas por la Autoridad Nacional del Estado al Cuestionario Base contestado, señalando en los mismos los avances, obstáculos y retrocesos; Recomendaciones Generales y Especificas basadas en las disposiciones de la Convención, teniendo en cuenta la información presentada por el país.

En este sentido se observa que la legislación panameña, con respecto a la temática referida se ha desarrollado muy acertadamente, con la aprobación de la legislación aprobada, las cuales han sido normativas complementarias y constituyen un valioso soporte jurídico nacional, con respecto a la adecuación interna de la Convención de Belém do Pará, y los principios y fines de la misma así como : La Ley No. 4 "Igualdad de oportunidades para la mujer", del año 1999; La Ley Nº 17 de 28 de marzo de 2001, por la cual se aprueba el Protocolo Facultativo de la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer”; la Ley Nº 38 de 10 de julio de 2001; que reforma y adiciona artículos al Código Penal y Judicial sobre Violencia Doméstica y Maltrato al niño, niña, adolescente, deroga artículos de la Ley No. 27 de 1995; para dar una mejor protección jurídica a as mujeres víctimas de cualquier forma de violencia basada en el género.

Las reformas y/o modificaciones legislativas comprendidas en la Ley 38, del año 2001, han sido también reformas y adiciones a los Artículos al Código Penal y Judicial, referido a la temática de la violencia doméstica y al maltrato al niño, niña y adolescente, lo cual deroga a su vez artículos de la Ley 27 de 1995 y dicta otras disposiciones.
I.
LEGISLACIÓN. NORMATIVA VIGENTE. PLANES NACIONALES
AVANCES, OBSTÁCULOS Y RETROCESOS

La base del análisis técnico especializado en la temática de la violencia contra la mujer o la violencia basada en el genero, tanto en el ámbito público, como privado, en el presente Informe, se ha analizado desde el contexto de la aplicación de los parámetros normativos de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer o Convención de Belém do Pará, en general y específicamente con respecto a los Artículos 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9,10,11,12 de la misma, los cuales, están vinculados y desarrollados en el ordenamiento jurídico nacional del Estado de la República de Panamá, tanto por haber sido ratificado este importante Tratado regional del sistema interamericano, como por tener legislación especial de carácter nacional al respecto.

El Estado de Panamá al ratificar la Convención citada, adecuó su legislación nacional por medio de la aprobación de la Ley Número 27 de junio de 1995, por la cual se tipificaron como delitos los hechos de violencia intrafamiliar y de maltrato a las personas menores de edad, se ordenó así el establecimiento de dependencias especializadas para la tención de las víctimas de estos delitos; se reformaron y adicionaron varias disposiciones del Código Penal y Judicial Panameño.

AVANCES

La gama de derechos fundamentales, que nos plantea la Convención de Belém do Pará crea  la necesidad de monitorear las acciones de los Estados Partes a través del mecanismo de seguimiento MESECVI, ya se debe hacer una revisión integral a la normativa nacional vigente y su efectividad, con el propósito de lograr, efectividad e integralidad de la normativa especial vigente con  otras ramas del derecho nacional vigente, como son: las Legislaciones Penal y Procesal Penal, Administrativas, Civiles y Familiares.
En este sentido se observa que la legislación panameña, con respecto a la temática referida se ha desarrollado muy acertadamente, con la aprobación de la legislación aprobada, las cuales han sido normativas complementarias y constituyen un valioso soporte jurídico nacional, con respecto a la adecuación interna de la Convención de Belém do Pará, y los principios y fines de la misma así como: La Ley No. 4 "Igualdad de oportunidades para la mujer", del año 1999; la Ley Nº 17 de 28 de marzo de 2001, por la cual se aprueba el Protocolo Facultativo de la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer”; la Ley Nº 38 de 10 de julio de 2001; que reforma y adiciona artículos al Código Penal y Judicial sobre Violencia Doméstica y Maltrato al niño, niña, adolescente, deroga artículos de la Ley No. 27 de 1995; para dar una mejor protección jurídica a as mujeres víctimas de cualquier forma de violencia basada en el género.

Las reformas y/o modificaciones legislativas comprendidas en la Ley 38, del año 2001, han sido también reformas y adiciones a los Artículos al Código Penal y Judicial, referido a la temática de la violencia doméstica y al maltrato al niño, niña y adolescente, lo cual deroga a su vez artículos de la Ley 27 de 1995 y dicta otras disposiciones”. 

En este sentido, se advierte del análisis de las respuestas dadas por la Autoridad Nacional competente al Cuestionario Base enviado a la representación del MESECVI y de la información complementaria revisada, que se ha regulado ésta problemática de manera mas idónea con respecto al flagelo de la violencia doméstica, con la reforma del año 2001; pero únicamente en lo relativo a la mujer como parte integrante de un grupo familiar, no como sujeto de derechos, tal como lo demandan los principios y deberes de los Estados en la aplicación de la Convención de Belém do Pará.

Sabemos tanto por las estadísticas nacionales, como por los Informes Alternativos de las organizaciones no gubernamentales de derechos humanos, como de los organismos de mujeres, que son precisamente  la población de mujeres en el contexto nacional y regional las más afectadas por la violencia basada en el género, tanto en el ámbito público, como en el privado, que es lo que precisamente analizamos con respecto a los aspectos legales-normativos.

Se debe destacar que la reforma analizada, incorpora un lenguaje no sexista y crea el término de violencia doméstica (antes violencia intrafamiliar); sustituyendo el término maltrato de menores por el de maltrato de niño, niña y adolescente, que es apegado a los requerimientos normativos de la Convención de los Derechos del Niño.

Se supera también, la falta de definiciones en general y  en especial sobre el concepto de violencia intrafamiliar (hoy violencia doméstica). Se observa que se definen términos que permiten mayor claridad al momento de la interpretación y aplicación de la normativa en esta materia. 
Las reformas definen que es una persona agresor o agresora, así  mismo términos tales como: cohabitar;  maltrato; medida de protección, cuándo estamos frente a una relación de pareja; que es una víctima sobreviviente;  y nos define también cuando se da la violencia doméstica y sus distintas manifestaciones, es decir,  física, patrimonial, sexual y sicológica. 
Lo más importante de esta reforma, que es la Ley 38 es la creación de la estructura normativa que establecen las medidas de protección, las cuales pueden ser aplicadas independientemente de que se de inicio o continuidad a algún proceso judicial, ya sea de tipo civil, penal, familiar o administrativo. 

OBSTÁCULOS Y RETROCESOS:

OBSTÁCULOS

Esta regulación normativa, sin embargo, aún no logra permitir  el espacio normativo sistémico que se alcanza, con una Ley especial, sino que únicamente crea normas penales y otras de carácter general que no pertenecen a un ámbito específico de la aplicabilidad del principio rector de la Convención citada; basados en los Artículos 3 y 4 que señalan: “Toda mujer tiene derecho a una vida libre de violencia, tanto en el ámbito público como en el privado”.

Y “Toda mujer tiene derecho al reconocimiento, goce, ejercicio y protección de todos los derechos humanos y a las libertades consagradas por los instrumentos regionales e internacionales sobre derechos humanos. Estos derechos comprenden, entre otros: el derecho a que se respete su vida; el derecho a que se respete su integridad física, psíquica y moral; el derecho a la libertad y a la seguridad personales; el derecho a no ser sometida a torturas; el derecho a que se respete la dignidad inherente a su persona y que se proteja a su familia; el derecho a igualdad de protección ante la ley y de la ley; el derecho a un recurso sencillo y rápido ante los tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos; el derecho a libertad de asociación; el derecho a la libertad de profesar la religión y las creencias propias dentro de la ley; el derecho a tener igualdad de acceso a las funciones públicas de su país y a participar en los asuntos públicos, incluyendo la toma de decisiones. 

Se debe de observar además que con respecto a las sanciones penales al agresor, por amenazas u hostigamiento a la integridad de la víctima contenidos en los Artículos 215ª y 220ª del Código Penal, esta sanción se limita al periodo de 1 a 3 años, de prisión por el delito de violencia domestica y de acoso sexual, sin establecer ninguna clase de mecanismos legales, que den seguimiento a la eficacia de estas sanciones, por parte de los aplicadores del sistema de justicia; ya que una legislación penal, requiere de una legislación penitenciara complementaria, que tenga programas de rehabilitación adecuados para los agresores; y protección a las victimas.

Sabemos lo complejo de la rehabilitación de la persona agresora, pero si no se cuenta con los programas integrales para los agresores en esta materia y su evaluación y monitoreo, difícilmente las sanciones penales serán efectivas, dado que usualmente estas penas, denominadas por la normativa penal como mínimas o de “bagatela” que van de 1 a  3 años son excarcelables y en la mayoría de los casos, estos delitos pasan por los procesos de conciliación, que no es una medida procesal idónea, en casos de violencia contra la mujer, en el ámbito privado o violencia doméstica.

Al abordar el análisis de las sanciones penales, que han sido precisamente la base de las reformas que se han  planteado desde la ratificación de la Convención, vemos que tanto el  legislador, como el funcionario judicial que aplica la normativa, da una valoración de menor valor a estos delitos, nos señala que aún hay obstáculos normativos e idoneidad de las medidas legales para tratar la temática social referida.

Este contexto normativo se convierte por tanto, en un retroceso y un obstáculo, para la implementación del Tratado, ya que advertimos claramente que los delitos contra el patrimonio o los vinculados con otro tipo de actos, relativos a  la delincuencia social, generan una mayor sanción y protección a las victimas que los sufren.

Vemos que la adopción de las diferentes medidas que señala la Convención de Belém do Pará, con respecto a las reformas y adecuación a la Legislación Penal, que en la mayoría de las legislaciones de la región, constituyen n delito menos grave o delito de vágatela y además  la “ultima ratio”, o  normativa que finalmente, al fracasar las medidas, estrategias o de políticas públicas de prevención tanto del delito, como de las diferentes formas de violencia contra la mujer, nos permite señalar que se debe hacer una revisión integral a la legislación vigente, que permita mejorar las acciones y estrategias de prevención, atención, protección , sanción y erradicación de la violencia de genero, no únicamente en el plano domestico, sino también en el ámbito público en general.   

Dado que la legislación penal, por si misma, no garantiza la erradicación del flagelo, sino va acompañada de una normativa especializada para crear un sistema de atención a las mujeres víctimas del flagelo con el acompañamiento de políticas públicas y planes nacionales, para su prevención, control y erradicación, se recomienda la creación y consiguiente aprobación de una legislación especial en la temática.

Es precisamente en este sentido que van las observaciones al área normativa legal y judicial del presente Informe, ya que el Artículo 7 de la Convención de Belém do Pará, señala los DEBERES DE LOS ESTADOS; en este sentido la integralidad de las medidas legislativas, ejecutivas y judiciales, son prioritarias para prevenir, atender y proteger a las mujeres en los diferentes ciclos de sus vidas, que sufren violencia.

Por ello, sabemos que la dinámica de la violencia basada en el género, va más allá de las estructuras normativas generales y se requiere de mecanismos interinstitucionales, intersectoriales e integrales, basados en los parámetros y directrices de la Convención.

Se debe crear por tanto una estructura de protección integral a las mujeres tanto en los ámbitos privados, como en los públicos, de manera especial, que fortalezca la legislación nacional no solamente en el ámbito familiar, sino que también social.

RECOMENDACIONES GENERALES

RECOMENDACIONES ESPECÍFICAS

CAPÍTULO I:

El enfoque de derechos humanos y la perspectiva de género, deben ser aplicados por el Estado, el monitoreo de la legislación nacional, así como de las políticas públicas, planes nacionales y programas de prevención, atención y protección en las diferentes instancias responsables de la aplicación de la Convención de Belém do Pará; así como de las leyes nacionales vigentes, que sean vinculantes, con el citado Tratado que permita crear una estructura funcional,  no únicamente de la aplicación de las medidas de protección, sino de las demás acciones que integralmente deben, con la sistematización y monitoreo de los casos atendidos.

Si partimos de que la legislación vigente, únicamente aborda la violencia domestica, en un contexto general a través de la legislación penal, podemos establecer que este mecanismo legal-judicial y las demás acciones y estrategias definidas, no constituyen una adecuada y optima intervención del Estado, con respecto a la problemática social analizada.

Artículo 7 Literal c): “Incluir en su legislación interna normas penales, civiles y administrativas, así como las de otra naturaleza que sean necesarias para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer y adoptar las medidas administrativas apropiadas que sean del caso”; g) “Establecer los mecanismos judiciales y administrativos necesarios para asegurar que la mujer objeto de violencia tenga acceso efectivo a resarcimiento, reparación del daño u otros medios de compensación justos y eficaces,” y h) “Adoptar las disposiciones legislativas o de otra índole que sean necesarias para hacer efectiva esta Convención”. 

Se debe priorizar en la atención y protección de la mujer victima, como sujeto de derechos tanto en el ámbito de la familia, como del contexto social-público, tal como lo establece la Convención al señalar en el Artículo 6 “El derecho de toda mujer a una vida libre de violencia incluye, entre otros: a) el derecho de la mujer a ser libre de toda forma de discriminación, y b) el derecho de la mujer a ser valorada y educada libre de patrones estereotipados de comportamiento y prácticas sociales y culturales basadas en conceptos de inferioridad o subordinación”. 
La superación de la revictimización con relación a la ruta critica que sufren las mujeres como los sujetos jurídicos que necesitan protección; se debe hacer, fortaleciendo los sistemas legales, que operan sin un soporte integral tanto de políticas públicas preventivas y de atención desde lo local, hasta lo nacional, así  como la falta de leyes administrativas y programas de atención integral, que desarrollen las acciones de prevención, protección y atención desde la seguridad ciudadana de las mujeres, con énfasis en el fortalecimiento de una política de seguridad integral, que desarrolle el eje transversal de genero y el enfoque de derechos humanos fundamentales.

En tal sentido se debe recomendar la creación de un sistema normativo integral especial, que tenga controles de aplicación de las leyes especiales a través de la creación de PROTOCOLOS DE APLICACIÓN DE LA LEY ESPECIAL y de UN MECANISMO DE INDICADORES DE LA LEY, así como del desarrollo de políticas de prevención, atención y protección locales (descentralizadas) que sean desarrolladas por las municipalidades y la sociedad civil.
Debido a que debemos comprender que la dinámica del ciclo de la violencia, supera en la mayoría de las veces las propuestas normativas vigentes, desde la legislación nacional y del soporte de la aplicación de una normativa especial del sistema de justicia.

Se debe superar la inadecuada interpretación y la visión inicial de la Convención con relación a la normativa nacional, que tenía un enfoque puramente doméstico-familista, de la violencia basada en el género. 

Ya que este punto de vista ha limitado las acciones y estrategias asertivas de la prevención, protección, atención, sanción y erradicación de la problemática de la violencia, a corto mediano y largo plazo, ya que seguimos teniendo una limitado enfoque de los derechos de la mujer y no hemos invertido adecuadamente en acciones de Estado que minimicen el impacto de discriminación sistematizada, que sufren las mujeres en las diferentes etapas de sus vidas , debido al arraigo cultural, social y a los prejuicios y estereotipos existentes, la superación de la falta de conocimientos de sus derechos y de su acceso al sistema de justicia, así como la debilidad institucional para atender la seguridad ciudadana de las mujeres de manera especifica, en las ciudades, comunidades y grupos familiares. 
En este sentido, se debe recomendar al Estado la adecuación de la legislación nacional, la cual debe de desarrollar efectivamente los parámetros que permitan la creación de un sistema de protección legal integral  y efectivo de los sujetos protegidos por la Convención, como con las mujeres victimas de violencia, de conformidad con el Artículo 7 de la Convención, que establece: “Los Estados Partes condenan todas las formas de violencia contra la mujer y convienen en adoptar, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, políticas orientadas a prevenir, sancionar y erradicar dicha violencia y en llevar a cabo lo siguiente:
a. abstenerse de cualquier acción o práctica de violencia contra la mujer y velar por que las autoridades, sus funcionarios, personal y agentes e instituciones se comporten de conformidad con esta obligación; 
b. actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y sancionar la violencia contra la mujer;
g)
Incluir en su legislación interna normas penales, civiles y administrativas, así como las de otra naturaleza que sean necesarias para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer y adoptar las medidas administrativas apropiadas que sean del caso; 
h)
Adoptar medidas jurídicas para conminar al agresor a abstenerse de hostigar, intimidar, amenazar, dañar o poner en peligro la vida de la mujer de cualquier forma que atente contra su integridad o perjudique su propiedad.

Partiendo de esta recomendación considero que es necesario fortalecer la legislación nacional con respecto a la legislación vigente, conjuntamente con la aplicación y el monitoreo de las reformas recientes, con  las cuales se debe de proporcionar una atención con calidad a las victimas de violencia en las Unidades Especializadas para la atención en violencia, a través de una estructura integral, que satisfaga las necesidades de las mujeres victimas y sobrevivientes de violencia, de acuerdo a la legislación nacional y a la Convención analizada.
Debo hacer énfasis en que las sanciones normativas que se aplican a los agresores con respecto al acoso sexual hacia las mujeres, son relativas y no integrales, ya que no se señalan medidas preventivas y efectivas para el control de este tipo de la violencia  en el trabajo y demás espacios públicos y sociales que conlleva a las diferentes variables de esta forma de violencia.
Ya que las medidas tomadas a través de las sanciones, no generan corresponsabilidades normativas con las empresas y las instancias públicas donde se aborda la temática de manera incipiente, sin garantizar el derecho fundamental de las victimas.
Sabemos que esta practica social discriminatoria, no debe comprender únicamente la tipificación del delito de acoso sexual, sino una adecuada normativa integral desde el ámbito laboral, educativo y social, que no se refleja en el contexto vigente del Código de Trabajo de la República de Panamá, donde no se aborda específicamente la superación de esta problemática que de viene la problemática desde el binomio discriminación y violencia basada en el género, que sufren las mujeres en los espacios públicos, en donde todavía su seguridad ciudadana es incipiente y son muy vulnerables. En la legislación nacional, no se reflejan los aspectos de prevención, atención, protección y sanciones adecuadas al respecto tanto en el ámbito administrativo laboral, como procesal y penal.
Por lo que se recomienda la elaboración de una Legislación Especial contra el Acoso Sexual, en el campo laboral, educativo-docente y social; debido a que la Ley 4 de 29 de enero de 1999, en que se instituye la igualdad de oportunidades para las mujeres, en su artículo 8, numeral 10, se establece únicamente la referencia al delito de acoso sexual, dejando para la legislación penal su única sanción.
Esta es una práctica generalizada en la región, ya que la mayoría de las legislaciones nacionales vigentes, han penalizado el delito de acoso sexual, como único recurso normativo; y no se ha utilizada la amplia gama de mecanismos especiales, de carácter administrativos y civiles; que se pueden utilizar, a través de los reglamentos internos  de trabajo con una legislación especial.
Sabemos que lamentablemente, la penalización de esta figura delictiva, no ha dado los resultados esperados porque no vincula a los empleadores directamente con estos hechos, dejando a la mujer víctima de acoso sexual y moral, con la carga de la prueba, en todo el proceso, lo que la revictimiza, en detrimento de su seguridad laboral y su sobrevivencia.
Por ser un hecho que lleva implícita una relación de poder desigual, entre la víctima y el acosador, esto no le permite en la mayoría de las veces contar con las pruebas necesarias y suficientes para hacerle frente al proceso penal, que conlleva directamente la presentación de testigos y demás pruebas directas, que sostengan la denuncia por el citado delito, por lo que en la mayoría de los casos estos hechos, no logran probarse y las mujeres son despedidas y denunciadas por sus propios acosadores por el delito de difamación, quedando por tanto la mujer, sin la protección legal adecuada.
Por tanto la disposición penal señalada, debe de ser integral a una nueva normativa especial, que asegure la protección de la mujer desde la prevención, por ser ésta una forma de discriminación y violencia, basada en los estereotipos socio-culturales, todavía imperantes, en el empleo, en la educación: que se refleja tanto en las escuelas, las universidades, los centros de recreo, las iglesias y demás espacios  públicos y privados etc.
Por tanto debe de analizarse y estudiarse una reforma que permita la atención integral de esta forma de violencia hacia las mujeres en el ámbito público. Esta normativa, es importante ya que implícitamente reconoce que en la gran mayoría de los casos de acoso sexual se da hacia las mujeres.
Se recomienda la creación de Legislación sobre acoso sexual y/o un Capitulo de reformas al Código de Trabajo, mediante la creación de un capítulo especial, lo cual permitirá reformar adecuadamente el Código Penal para que contemple el acoso sexual como figura delictiva, en un marco mucho más amplio, así como en el Código de Trabajo, empezando por definir lo esta conducta y estableciendo sanciones administrativas y económicas, para los responsables directos e indirectos de esta practica social discriminatoria.
Por tanto la legislación contra el acoso sexual, necesariamente debe incluir también la obligatoriedad de la capacitación en la temática, como factor de prevención, así como los procedimientos, en las instancias encargadas a fin de investigar las demandas de acoso sexual, así como las indemnizaciones a que pueda dar lugar tal conducta.
Todos estos mecanismos deben ser conocidos por las mujeres; Debe de exigirse que los reglamentos internos de las empresas privadas y de las instituciones gubernamentales contemplen el acoso sexual, así como superar el ambiente hostil de trabajo y la discriminación por razón de género, como faltas graves que pueden ser causales de despido.
Con respecto a la problemática de la Explotación Sexual Comercial:
Es importante mencionar los avances normativos en este ámbito, en que se abordan tanto las sanciones penales, como las sanciones administrativas de manera integral, locuaz se refleja en la aplicación de las multas, con respecto a las diferentes formas de los delitos transnacionales de violencia contra la mujer, como es la ESC; esto constituye un progreso muy significativo en la legislación panameña.
Con respecto a la sanción penal relacionada a la violencia sexual dentro del matrimonio, se detalla en el Cuestionario Base, no hay una regulación específica de la misma y no constituye una agravante con respecto a este tipo de violencia sexual en la pareja; por lo que considero prioritario Recomendar con base en el Artículo 7 literales “e y f” de la Convención de Belém do Pará, que establece: “tomar todas las medidas apropiadas, incluyendo medidas de tipo legislativo, para modificar o abolir leyes y reglamentos vigentes, o para modificar prácticas jurídicas o consuetudinarias que respalden la persistencia o la tolerancia de la violencia contra la mujer”; “f. establecer procedimientos legales justos y eficaces para la mujer que haya sido sometida a violencia, que incluyan, entre otros, medidas de protección, un juicio oportuno y el acceso efectivo a tales procedimientos;”

En este contexto la practica sexista de la violencia sexual contra la mujer en la pareja ya sea matrimonial o de convivencia, debe ser considerada desde la especificidad del hecho,  en la cual la relación conyugal o de convivencia, esta inmersa en una relación desigual de poder, conjuntamente con la carga de estereotipos y prejuicios de las practicas familiares y sociales, aceptadas que conllevan la subordinación y al sometimiento de la mujer a su pareja, por múltiples circunstancias que van desde el sistemático ciclo de la violencia; la jerarquización androcentrica del grupo familiar y la falta de un adecuado sistema de seguimiento de las medidas de protección a las mujeres por parte del sistema de justicia.

Con respecto a las medidas legales para compensar o reparar el daño causado a las mujeres víctimas de violencia, se señala en el informe que el Tribunal de la causa, tomará las provisiones necesarias para que las víctimas reciban el tratamiento adecuado para su recuperación física, sicológica y emocional, así como su reintegración social, lo cual debe ser sufragado por el agresor.
En esta valoración normativa tenemos que tomar en cuenta que el parámetro de las leyes nacionales contra la violencia de género, en la región se ha limitado únicamente al aspecto de la protección familiar; por lo que con respecto a la violencia contra la mujer ha prevalecido una regulación legal desde los parámetros normativos de los principios fundamentales del derecho de familia; y no del principio fundamental de la Convención de Belém do Pará que esta desarrollado Artículo 3 de la citada Convención que establece que: “Toda mujer tiene derecho a una vida libre de violencia, tanto en el ámbito público como en el privado”.

Por lo que se recomienda desde la vigencia de este derecho humano fundamental la importancia de su incorporación al análisis legal-normativo, y a las legislaciones nacionales; como eje transversal no solo de la legislación de familia, sino también de toda la legislación secundaria.

Sabemos que es necesario incorporar a las normativas penal y procesal penal, laboral  y del derecho administrativo, el enfoque de derechos humanos de la mujer, con el eje transversal de género, a efecto de  mejorar la aplicación de las normas y así ampliar la aplicación de la cobertura de la indemnización por el daño causado no solamente en el ámbito familiar-privado, sino que en el público y social, para alcanzar una mejor aplicación legal en los diferentes sectores nacionales, que deben de proteger a la mujer víctima y garantizarle su seguridad tanto en el entorno social, como familiar.

Se recomienda analizar específicamente el término legal empleado en el sentido de que la mujer víctima de violencia sea reintegrada socialmente, ya que es inadecuado, su empleo al texto legal, por la misma dinámica social de discriminación a que es sometida; ya que la mujer no es la culpable de ser agredida.

Debido a que la mujer no es la que infringe la norma de convivencia social-familiar pacífica, ya sea en la familia, en la comunidad o en el trabajo, la escuela, la universidad, las iglesias, los centros de recreo, etc.; sino que es la persona agresora estadísticamente el (hombre), el que por los  altos porcentajes de denuncia, debe ser reintegrado y rehabilitado.

Sabemos que el sistema de normas sociales y familiares naturalizan y permiten el abuso, la discriminación y la violencia contra la mujer en las diferentes formas en que se manifiesta; razones por las cuales se propone que sea el agresor el que se reintegre o rehabilite a la sociedad y a la familia, a través de programas especializados, donde se construya en el tejido social un nuevo perfil sobre las masculinidades de los agresores.

II.
ACCESO A LA JUSTICIA

AVANCES

Con respecto a las sanciones a los funcionarios que no cumplen con la aplicación de las leyes de violencia contra la mujer y demás normas atinentes a estos hechos, la sanción de 50 a 150 días multa, en el ámbito administrativo, es aceptable comparativamente, debido a que no solamente se debe prever la sanción pecuniaria, sino se debe tratar de dar una atención de calidad y adecuada a las necesidades de las victimas, ya sea en el sistema de justicia y en el ámbito administrativo.

OBSTÁCULOS

Con respecto a los programas de tratamiento para los agresores, la sanción que se señala de una medida curativa, se concluye que no ha sido una regulación eficaz, sino existe ésta, como complemento de varias acciones alternas, a través de un monitoreo sistemático, por lo que es necesario que el Programa de Tratamiento Terapéutico Multidisciplinario, tenga una medida de cumplimiento que sea reglamentada desde los parámetros de atención integral efecto de redefinir los tratamientos para las personas agresoras.

En este sentido es importante acompañarlo de un sistema de reeducación con respecto al abordaje de la masculinidad y sus formas de relacionarse con otras personas, a través de eliminar la discriminación, la violencia  y los parámetros androcentricos de convivencia, restaurando así el tejido social y familiar a través de los programas de masculinidad, donde se construya una forma diferente de trato, como una herramienta tanto preventiva, como de protección, que coadyuve desde “ la atención creciente al problema de los hombres y la dificultad para tratar la violencia de genero.

La cual se ha centrado en el ambiente en el cual los hombres son socializados. Las ideas, las imágenes y las normas a las cuales los hombres están expuestos desde el nacimiento juegan una función crucial en la configuración de su comportamiento. 
DERECHO AL ACCESO AL SISTEMA DE JUSTICIA:

RECOMENDACIONES GENERALES

Es conveniente utilizar una estructura de evaluación sistemática tanto a nivel local como nacional, fortalecida por las mismas instituciones del Estado, ya que estos incumplimientos, debilitan el andamiaje normativo y de las políticas públicas; por lo se recomienda el fortalecimiento o la creación de Unidades Especializadas de Evaluación que estén en los sistemas judiciales como en los Consejos de la Judicatura, las Cortes y las diferentes instancias del Estado, que participan en el proceso de atención a las victimas, desde la parte administrativa policial, de albergues, acompañamiento y seguimiento de las medidas de protección, prevención y atención.

RECOMENDACIONES ESPECÍFICAS

Se observa en el Informe, que no se establece específicamente lo relativo al aviso previo de la victima de manera directa o indirecta por parte de otras personas que sean testigos de cualquier forma de violencia a la policía, para que se interrumpa el ciclo de la misma; por lo que se recomienda que se revise la normativa al respecto para poder viabilizar el aviso antes de la denuncia como una herramienta viable para controlar al agresor de manera directa.

Se recomienda la elaboración de perfiles de empelados y funcionarios públicos  idóneos para el abordaje de la temática, así como la creación de indicadores y de protocolos de aplicación de las leyes, que sean utilizados en el monitoreo y la evaluación de los casos, en el incumplimiento de los procesos legales, tomando en consideración el difícil acceso de las mujeres al sistema de justicia.

Considerando el hecho de que los hombres que presencian o son victimas de maltrato durante su niñez y adolescencia, tienen mayor probabilidad de maltratar a sus compañeras de vida, se recomienda desarrollar programas que examinan el papel de los hombres en la Violencia de género, los cuales, se clasifican aproximadamente en tres categorías: como: las campañas de educación (incluida la promoción en los medios de comunicación); el trabajo con los autores de la Violencia de Género y  los programas que abordan las masculinidades. 

Tenemos que tener en cuenta que; los programas que se dirigen hacia los agresores han sido siempre una iniciativa polémica, aunque regularmente exitosa.

No se menciona en cuanto a señalar, si las oficinas donde se atiende a las victimas son adecuadas para ser atendidas sin ser revictimizadas por el sistema de justicia, ya que se señala únicamente que las denuncias de las mismas en la Provincia de Panamá son mayores, no se determina ninguna información sobre las demás provincias del interior ni las poblaciones suburbanas, rurales e indígenas.

Se recomienda ampliar la información sobre la atención a las mujeres violentadas y crear al respecto un sistema computarizado de estadísticas de los casos a nivel nacional, tanto en el sistema de seguridad, como de justicia, para su seguimiento, monitoreo y evaluación de impacto, a fin de mejorar la atención a las víctimas de violencia y evitar su revictimización.

Se observa en el Informe, que no se especifica o detalla en que consiste la protección especial en los casos de que las mujeres denuncien hechos de violencia reiterada, sistematizada y/o recurrente, ya que no se menciona si se hay sanciones penales o administrativas por el incumplimiento de las medidas de protección, que se establecen por orden judicial; en estos casos, cuando hay reiteración de la violencia basada en el género se debe sancionar el incumplimiento a la orden judicial por la falta de su acatamiento.

Lo que se observa que el monitoreo debe mejorar para que las medidas sean efectivas y correspondan a las necesidades de las víctimas de parte del sistema de justicia, por lo que se recomienda determinar judicialmente, como se aborda la reiteración del incumplimiento de las medidas especiales de protección, para proteger la vida, así como la integridad de las mujeres y su seguridad ciudadana. 

Con respecto a la asesoría integral gratuita, de carácter institucional, se observa que hay limitaciones directas e indirectas con el sistema de atención, prevención y sanción de la violencia de género, a través de las instancias facultadas para intervenir en esta temática, esta situación se subsidia por medio de las organizaciones no gubernamentales ONGs y empresa privada.

Sabemos de la importancia de la descentralización de los servicios públicos desde el Municipio, como parte de la modernización del Estado, pero en estos casos se debe valorar además la calidad y el control de la asesoría integral proporcionada, ya que el involucramiento compartido del Estado es un referente prioritario de los principios fundamentales de la Convención de Belém do Pará al señalar en el Articulo 8: al señalar:”Los Estados Partes convienen en adoptar, en forma progresiva, medidas específicas, inclusive programas para: “suministrar los servicios especializados apropiados para la atención necesaria a la mujer objeto de violencia, por medio de entidades de los sectores público y privado, inclusive refugios, servicios de orientación para toda la familia, cuando sea del caso, y cuidado y custodia de los menores afectados”.

Con esta visión coordinada, se recomienda a la instancia nacional correspondiente por medio de las instancias públicas a crear un sistema coordinado de atención que fortalezca el apoyo y acompañamiento a las mujeres víctimas de violencia, para cuidar su integridad emocional y no ser revictimizada por esta causa.

Asimismo se observa que el Órgano Judicial cuenta con un centro de atención de víctimas, pero éste no es exclusivo para las mujeres víctimas y sobrevivientes de violencia; por lo que se propone su especialidad, para darle cumplimiento a las medidas señaladas en los Artículos 7 y 8 de la Convención referida.

En la misma dinámica se recomienda una estrategia integral tanto con los aplicadores del sistema de justicia, como con el sistema de educación superior, conformado por las universidades, colegios y asociaciones profesionales  de las ciencias jurídicas y sociales, para formar profesionales de manera integral en el abordaje de la temática; así como con los grupos de profesionales, que prestan colaboración y atienden a las víctimas de este flagelo, para tomar en consideración los derechos de las víctimas y protegerlas; además de contar con programas especializados de capacitación para el tratamiento de agresores, el cual, que es un abordaje muy complejo que los vincula a las diversas formas de socialización desde las masculinidades hegemónicas y el sistema patriarcal.

Razón por la cual se recomienda la elaboración de un Plan o un Programa Especializado, diseñado para tratar la problemática planteada desde enfoque integrales con las Universidades y especialmente con las profesiones universitarias o técnicas que tienen vinculación con la atención, prevención y protección a las mujeres víctimas y sobrevivientes de violencia, con la finalidad de brindar una atención adecuada libre de estereotipos y prejuicios culturales de discriminación e invisibilizacion de esta problemática, tan arraigada cultural y socialmente, en el sistema de justicia y en los demás servicios de atención institucional como los operadores del sistema de justicia, los defensores públicos y privados, los agentes de la seguridad pública y demás personal del sistema de atención y protección, que debido a su formación social y profesional, no trata de manera adecuada a estas personas, lo que usualmente revictimizan y perjudica a las mujeres víctimas.

Se observa además una atención centralizada en cuanto a las mujeres que accesan al sistema de protección administrativo y judicial, ya que no se detallan datos a nivel nacional, ni regional, con la finalidad de determinar si los servicios prestados institucionalmente o por medios privados son accesibles  o no a todas las mujeres ya sea en las zonas urbanas o rurales y a nivel nacional. 

Es encomiable la creación de Redes Ciudadanas e Institucionales de apoyo; pero todavía observamos que debe ser muy limitado su impacto en las comunidades, en este sentido consideramos importante la creación de un mecanismo  o sistema regional y provincial de redes comunitarias con el enfoque de derechos e integrado tanto por entidades estatales, empresa privada, los municipios, clubes de servicio y demás actores sociales importantes; asimismo desarrollar y fortalecer las redes de los municipios de Colón y David, que son mencionadas en el Informe.

Se observa que existen módulos de intervención directa para aquellas agresores que han perpetrado actos y hechos de violencia basada en el género; pero no se señala si existen módulos de prevención para erradicar este tipo de violencia, con la finalidad de mejorar las estrategias de intervención, para que sean efectivas con los hombres agresores y superar la discriminación y violencia hacia las mujeres desde la niñez y la juventud en los varones jóvenes.

Se considera importante mencionar, que además de la preparación integral en la temática, se plantea la necesidad que la capacitación a los funcionarios encargados de atender violencia debe detener un impacto positivo en la atención integral a la victima; por lo tanto esta debe contener indicadores que permitan que la capacitación sea sistematizada, monitoreada y evaluada, es recomendable hacerlo en periodos intermedios, ya que muchas veces  la norma jurídica no se aplica adecuadamente; y la formación académica de las diferentes profesiones, deben de dar una atención integral, sobre todo por el derecho de las mujeres a un acceso efectivo al sistema de justicia, en la protección de sus derechos humanos fundamentales, específicamente en cuanto a su seguridad ciudadana.
Se recomienda la importancia de incorporar las supervisiones sistemáticas de parte de las instancias facultadas legalmente para atender esta temática, en este sentido los funcionarios encargados de atender procesos de violencia; se sentirán apoyados y consecuentemente se mejorará la atención y la protección; razones por las cuales se invita a las instancias respectivas a continuar con estos esfuerzos institucionales. 

Se insta a las instancias respectivas a recopilar esta información con el apoyo técnico-informático de manera que a través de los informes estadísticos se facilite esta supervisión para mejorar la atención, ya que el informe no refleja datos a nivel nacional, ni provincial, y se hace necesario normar a través de reglamentos internos este monitoreo y evaluación que son tan necesarias para proteger la integridad y la vida de las mujeres supervivientes de violencia.

La presente observación va dirigida a recomendar desde la cohesión legal de la sanción establecida en el Artículo 215 E de la Ley 38 del 2001, con una normativa laboral interna;  ya que el incumplimiento reiterado de sus funciones o la deficiente, no solamente debe haber referencia a la aplicación de multas de carácter administrativo, sino que se deben vincular estas con el desarrollo mismo de la función institucional que realiza, ya que las facultades asignadas al funcionario o empleado son de prescripción obligatoria; ya que también hay que reflejar la importancia que tienen los perfiles de los funcionarios y aplicadores del sistema, para atender adecuadamente a las mujeres. Por lo que se solicita revisar las reglamentaciones laborales de las diferentes instancias responsables para ver reflejado un cambio.

Señalamos que este es un gran avance de la legislación panameña, lo que conlleva a fortalecer a prevención de la violencia de género; por lo que se recomienda que presupuestariamente hayan recursos institucionales distribuidos para tales efectos, pero no solamente en el marco de los programas de sensibilización en materia de genero, derechos humanos y erradicación de la violencia, sino incorporándole precisamente el estudio sobre el rol de los hombres en la violencia de género, los estudios sobre las masculinidades son el fruto del conjunto de preocupaciones tanto académico-científicas como ideológicas en la construcción de modelos democráticos de convivencia humana; abordando los temas de investigación y análisis que ofrece este amplio campo de estudio, como: las construcciones sociales de las masculinidades, de la hombría, del machismo y de la virilidad. La paternidad afectiva, sus retos y dificultades. Las relaciones de parejas equitativas.

PLANES NACIONALES

AVANCES, OBSTÁCULOS Y RETROCESOS

RECOMENDACIONES GENERALES Y RECOMENDACIONES ESPECÍFICAS DEL CAPÍTULO 

AVANCES

Cabe destacar la importancia del involucramiento de la Dirección Nacional de la Mujer del Ministerio de Desarrollo Social MIDES, con una Comisión Nacional, en este sentido se eleva la gestión en esta área tan importante para el fortalecimiento del Estado de Derecho y del reconocimiento a la seguridad ciudadana de las mujeres, en este sentido; se exhorta también la participación del sistema de justicia y de la investigación y prevención del delito, por lo multicausal de la violencia de género.

Se debe mencionar la valoración institucional que tiene la aplicación de este Plan Nacional; por lo cual que se invita al Estado de Panamá a implementar a nivel nacional este importante Plan, ya que se menciona en el Informe presentado, que éste esta focalizado únicamente en áreas determinadas del país y no de todo el territorio nacional, debido a esto debemos de señalar que atendiendo al principio constitucional de igualdad formal de la persona humana, este debe de aplicarse a todas las mujeres victimas y sobrevivientes de violencia en todo el país.

Es importante establecer los plazos para la sistematización de las acciones de los programas para victimas y agresores, con la finalidad de que su monitoreo y evaluación, contribuya a mejorar los servicios, las acciones y estrategias de las políticas públicas para mejorar la calidad de la atención a las mujeres victimas.

OBSTÁCULOS, RETROCESOS:

Se observa, que no se ha establecido una estructura institucional adecuada sobre la coordinación de estrategias a nivel provincial y municipal, donde se deben establecer alianzas coordinadas que puedan ser elevadas a la categoría  de agenda política desde los gobiernos locales, del sistema de justicia y del mecanismo para el adelanto de la mujer, con el aumento del presupuesto, para estas instancias, lo cual vendría a contribuir el fortalecimiento de las acciones estratégicas de los planes de acción nacionales a corto, mediano y largo plazo.

RECOMENDACIONES GENERALES
Se recomienda establecer la estructura institucional definida del mecanismo de seguimiento nacional de la Convención de Belém do Pará, para determinar en  todo el Estado el seguimiento, el monitoreo y la evaluación de la aplicación de la Convención en todos los niveles del Estado desde el Gobierno, el Parlamento y el sistema de justicia, con relación a las resoluciones judiciales y administrativas, con respecto al derecho humano fundamental   de vivir una vida libre de violencia.

RECOMENDACIONES ESPECÍFICAS

Se recomienda que se lleve a cabo  lo mas pronto posible la evaluación, sistematización y monitoreo del Plan, para establecer después de este proceso, los procedimientos administrativos que den cumplimiento a la medición de la efectividad del mismo por medio de indicadores que sean medibles y alcanzables, ya que sabemos que forma parte de un proceso de deconstrucción de las diferentes formas de violencia contra la mujer.

Se recomienda además que la instancia coordinadora; sea integral y que se creen las herramientas necesarias para evaluar el impacto real de la aplicación de la Convención en la normativa vigente y la aplicación de las políticas públicas en esta materia.

III.
PRESUPUESTO NACIONAL

AVANCES

El trabajo especifico de la Comisión Parlamentaria; es valioso ya que cuando se analiza su gestión legislativa con respecto a la violencia contra la mujer,  la Comisión es el enlace principal para valorar de manera transversal el enfoque de los derechos de la mujer, sin perder el impacto que genera la autonomía de estos derechos. 

De esta manera, se fortalece al grupo de mujeres parlamentarias a través de sus iniciativas y agendas nacionales y regionales; fortaleciendo así los foros de mujeres políticas, a efecto de que compartan buenas practicas y desarrollar un  sistema de comunicaciones legislativas fluidas, que les permitirá una agenda regional para legislar con el enfoque de derechos humanos en los temas relativos a la erradicación de todas las forma de violencia contra la mujer, o violencia de género.

Es encomiable el esfuerzo por desarrollar Campañas como la señalada en el Informe que esta referida a la población en general, denominada CAMPAÑA BASTA YA DE VIOLENCIA DOMÉSTICA.

OBSTÁCULOS, RETROCESOS:

Con relación al componente de la Agenda Parlamentaria, se hace necesario fortalecer institucionalmente esta importante Comisión Parlamentaria; debido a que en los Parlamentos, no se aplica un enfoque de género integral-transversal, en las demás Comisiones de trabajo legislativo.

Se observa que no existe un Plan Institucional de capacitación sistematizado para  las y los parlamentarios, ya que la existencia de una Comisión Legislativa, no determina el cumplimiento de los compromisos internacionales, con respecto a los derechos de la mujer; de manera integral en la elaboración de proyectos de leyes y de reformas legislativas, en tal sentido el apoyo de esta Comisión Parlamentario es muy importante, por el alto nivel de la agenda política que se desarrolla.

RECOMENDACIONES GENERALES

En este sentido, en apoyo de esta Comisión, se recomienda; que a través de la organización interna del Parlamento, se puedan crear acuerdos políticos para lograr los consensos necesarios para aprobar la legislación nacional de protección a los derechos de la mujer y la erradicación de la violencia de género, a través de la implementación de Protocolos de Entendimiento internos para apoyar y aprobar integralmente la normativa necesaria en cuanto a la atención, prevención, protección y sanción de la violencia y la discriminación contra la mujer.

Se recomienda a los parlamentarios y parlamentarias establecer un Protocolo Legislativo de Equidad de Género que potencie los derechos humanos de la mujer, la equidad de los géneros y su enfoque integrador con los derechos de la familia, mujer, niñez, adolescencia, personas adultas mayores y con discapacidades.

RECOMENDACIONES ESPECÌFICAS

Como he manifestado anteriormente con respecto a la ejecución de jornadas de capacitación, seminarios y talleres, se recomienda que para lograr el impacto necesario de estas jornadas es importante medir de manera sistematizada y evaluada el cambio estratégico que tengan los funcionarios, lo cual implica su permanencia institucional y la importancia en que los que las reciban sean también facilitadores de las misma, con otros funcionarios y encargados de la atención en violencia. En este sentido la elaboración de manuales de aplicación de las leyes que desarrollan la temática de violencia contra la mujer, fortalecen la metodología de estos talleres de impulsan el proceso de unificar criterios de atención y protección a las mujeres, de forma adecuada. Esta dinámica de las capacitaciones generará un mejoramiento cualitativo de la atención integral y se superará el parámetro de la discrecionalidad del operador del sistema de protección para con las necesidades mediatas e inmediatas de las mujeres. 

En esta dinámica, se recomienda, basados en las buenas practicas y experiencias involucrar a los funcionarios y demás empleados encargados de atender, proteger, prevenir y sancionar la violencia contra la mujer de intervenir y coordinar acciones y estrategias de comunicación y corresponsabilidad con la población para tratar la protección de las mujeres desde la protección y el enfoque de derechos humanos que esta relacionado con la gobernabilidad democrático y debemos implementar espacios de intercambios de experiencias sociales (comunidad, familias, municipalidades) e institucionales para fortalecer las redes que se han creado; y considerar a la prevención de la violencia basada en el genero, como una meta alcanzable, que fortalecerá los enlaces interinstitucionales y sectoriales.

Se debe procurar que estas líneas telefónicas de emergencia estén conectadas con el sistema general de emergencias de la seguridad pública del país, tanto en las zonas urbanas, como en las rurales, para que la tención sea inmediata y segura para las mujeres que denuncian o avisan al sistema.

Debo de señalar que la creación de un refugio conocido como Albergue Nueva Vida, que recibe a mujeres violentadas y a su grupo familiar, el cual esta ubicado en la ciudad de Panamá, y es público, debe está acorde con las necesidades de las mujeres, así como con las necesidades de las mismas en todo el territorio nacional; debido a que la descentralización de los servicios de albergues, son primordiales, para protegerlas de las fases del ciclo de la violencia y su impacto, esta dado en cuanto a la atención en crisis.

Se recomienda contar con grupos de autoayuda para mujeres, que interactúen con las ONGs, así como con las instancias facultadas para atenderlas; basadas en la necesidad que tiene el Estado de elevar el rango de la atención y la protección integral de este flagelo.  Ya que las instancias del Estado pueden generar cambios importantes en su atención y protección; lo cual les permite contar con recursos financieros y técnicos mas elevados, porque las ONGs, no cuentan necesariamente con los recursos financieros, técnicos y de infraestructura para atender este flagelo. Se exhorta a crear estos grupos de autoayuda tanto en las instancias del sector de justicia, del sistema de salud a nivel nacional de manera descentralizada Artículo 8 de la Convención.

Es necesario fortalecer a nivel nacional los servicios de orientación familiar gratuita, ya que se observa en el informe que los servicios y programas existentes son limitados a sectores urbanos; y el que es gubernamental se limita a la caja del Seguro Social, por lo que se advierte que las mujeres mas desfavorecidas del desarrollo y en extrema pobreza tienen menos oportunidades de recibirlas con su grupo familiar. En este sentido hay experiencias muy valiosas en otras legislaciones de la región en las cuales estos servicios están adscritos a los Tribunales de Familia y hay proyectos de aumentar esta cobertura en los Tribunales de Paz, así como en la Procuraduría General de la República y el Mecanismo para el Adelanto de la Mujer, para tener una mejor atención de estos servicios.

Se recomienda a las diferentes instancias del Estado a expandir los servicios sociales que dan apoyo a las mujeres sobrevivientes de violencia, para tener mayor cobertura de las diferentes instancias estatales; a fin de que pueda crearse una estructura coordinada de un sistema de protección integral, que no revíctimice las mujeres y que se logre trabajar adecuadamente con personas agresoras, con la coordinación del ejecutivo, sector de justicia, municipalidades, comunidad-redes locales, empresa privada y demás actores sociales.

Se señala en el informe analizado que el Plan Nacional contra la Violencia Doméstica y Políticas de Convivencia Ciudadana, desarrolla algunas acciones para combatir la pobreza e incidir en la disminución de la violencia; pero en estos casos se propone diseñar estrategias que sean sostenibles y sustentables en el desarrollo de las mujeres y los hombres; por lo que se recomienda elevar el presupuesto del Estado en las áreas sociales; y para ello el presupuesto nacional, debe de partir de las necesidades concretas de ambos géneros, es decir debe tener este enfoque, en este sentido el fortalecimiento institucional y el desarrollo local, deben ser presupuestariamente aumentados, para cumplir con esta finalidad.

IV.
INFORMACIÒN Y ESTADÍSTICAS

AVANCES, OBSTÁCULOS, RETROCESOS: Y RECOMENDACIONES GENERALES

RECOMENDACIONES ESPECÍFICAS

AVANCES

Las estrategias para fortalecer esta área tan importante son encomiables, como por ejemplo;

Se debe destacar además que pese a las limitaciones de recursos existentes, la inversión del año 2005 es satisfactoria, dado que constituyó el 40% del Presupuesto Total, sobretodo porque iba dirigido a la atención, prevención del flagelo a la mujer, a la niñez, adolescencia y juventud, esto por lo tanto constituye una excelente practica institucional del Estado de Panamá.

OBSTÁULOS

Se debe señalar que el monto de la partida presupuestaria destinada al fortalecimiento del Plan Nacional sobre la Violencia contra la Mujer es de cien mil dólares, lo que nos señala que el porcentaje del PIB en este sentido únicamente es del 0.76%, estos datos nos demarcan la necesidad de aumentar estos montos de las partidas institucionales, por lo que se propone fortalecer la incidencia política desde el Ejecutivo, que desarrolla las políticas públicas y del Parlamento que aprueba el presupuesto para aumentar el monto de estos planes y programas.

INFORMACIÓN ESTADÍSTICA

Se observa que hay datos institucionales de la entidades como la policía y el órgano judicial que están dispersos, ya que se señala que hubo 1349 denuncias de mujeres  y el órgano judicial informa de 7435, de los cuales 5699 fueron absueltos; estos datos nos reflejan la disminución de denuncias o avisos a la policía y una carga mayor para la denuncia judicial, lo que si nos parece complejo son los datos de las absoluciones, sin que se refleje seguimiento de los casos y reincidencias de los mismos.

Asimismo, hay datos sobre las detenciones de 2878, en el año 2004, pero se señala, que  no se especifica los tipos de delitos; ahora bien se dice que hubo 11,562 de juicios de violencia intrafamiliar y de éstos únicamente 829 fueron condenatorios, lo que refleja que hay problemas para sostener las pruebas presentadas o los parámetros o criterios normativos utilizados no catalogan a la violencia de género, como un delito grave, sino de menor valía, esto como parte de las practicas legales todavía aceptadas con enfoques androcentricos y que reflejan los componentes del derecho, todavía perneados por las costumbres y las practicas sociales discriminatorias. En esta misma dinámica esta el hecho de que no se destina protección policial adecuada a las mujeres, ya que ni siquiera se dan las cifras del personal policial que las atiende, porque dicha atención es general para todos los delitos.
2.
Se observa un alto porcentaje de denuncias vía telefónica, que no se ve atendida por el sistema de justicia, (policial, judicial) que suman 154,855, ya que los datos anteriores ni siquiera reflejan su atención por medio de medidas de protección, esto es muy delicado, ya que el subregistro, nos lleva a analizar los datos en el sentido de que las denuncias solamente alcanzan a llegar al sistema administrativo institucional y no de protección policial, judicial.

2.2.
La cantidad de denuncias anteriormente citadas hace reflejar la necesidad de más refugios a nivel nacional como ya se ha recomendado.

2.3.
Asimismo, se observa un alto porcentaje de casos de violencia contra la mujer y maltrato infantil en los hospitales (2,476), que constituye el 78.9%, que no se coordina su atención con las demás instancias facultadas; por lo que se recomienda crear un sistema integral de atención a las denuncias a través de redes de informática y protocolos de atención que sean utilizados por todas las entidades de manera conjunta, a fin de superar la problemática de los subregistro.

Con respecto a los femicidios, (171) los datos señalados en el informe no reflejan adecuadamente cuantos casos de denuncias han terminado en homicidio, ni tampoco se señalan las condenas por femicidios; de igual manera se recomienda la creación de un sistema de registros adecuados que sea integral, para tener datos confiables que nos ayuden a investigar adecuadamente la temática.

RECOMENDACIONES GENERALES

Se plantea la recomendación especifica de promover la construcción de indicadores que creen el sistema de control, evaluación y monitoreo de los procesos de atención, protección y empoderamiento de las mujeres victimas y sobrevivientes  de violencia de manera electrónica, ya que se señala que no se cuenta con esta herramienta; y esto serviría para sistematizar y corregir deficiencias en la atención y una mayor protección a las mujeres victimas.

Se señala desde el enfoque multifocal de la seguridad ciudadana la necesidad de las mujeres, de contar con un sistema de monitoreo de las medidas de protección y su incumplimiento de parte de la persona agresora.

Se recomienda la creación, desarrollo e implementación de una política penal o criminal que prevenga el delito y que contenga el eje transversal de género en estrategias y acciones, vinculada a un nuevo concepto de investigación del delito, en este caso el aumento de feminicidios, requiere de propuestas innovadoras, como la seguridad ciudadana de las mujeres desde un  enfoque multicausal; que permitirá un abordaje integral tanto del sistema de justicia, investigación del delito y la operativización del sistema de protección integral a las mujeres victimas de violencia, con  el enfoque de genero.

RECOMNEDACIONES ESPECÍFICAS

Se recomienda la elaboración de un sistema de indicadores, que nos señale fehacientemente la inversión presupuestaria anual destinada a la protección policial de las mujeres, para fortalecer su atención , ya que actualmente no es exclusiva de la temática de violencia, sino de los delitos en general; por lo que se invita a crear una estructura interinstitucional que se fortalezca a través de una efectiva coordinación, con un adecuado presupuesto que proteja desde el aviso y la denuncia inicial hasta el cumplimiento de medidas y el cumplimiento de un fallo judicial.

Se propone en este ítem de manera similar al anterior, las alianzas estratégicas y el aumento de recursos financieros y técnicos, basados en la necesidad  del fortalecimiento institucional y presupuestario, dado que la cobertura nacional urbana y rural de las líneas telefónicas de emergencia son limitadas aún; por lo que se debe involucrar a través de convenios con las empresas de telefonías para su gratuidad; e incentivar estas acciones a través de incentivos fiscales.

Se sugiere la creación de albergues provinciales o regionalizados a nivel nacional para dar respuestas óptimas al problema de la falta de denuncia de las mujeres, por carecer de medios donde acudir a protegerse del agresor.

Se recomienda otorgar mayor presupuesto para programas de rehabilitación de victimas, ya que solo se señalan dos provincias como planes piloto y se requiere que este servicio se preste a nivel nacional desde sus propias localidades.

Se propone aumentar los montos presupuestarios tanto con las entidades del Estado y las Municipalidades, para contrarrestar el aumento del flagelo con estadísticas reales y confiables, que garanticen su investigación y sistematización adecuada de datos actualizados.

Los apartados Números 2, y 4 del informe que contiene los numerales 2.1,2.2,3.1 y 4, nos reflejan la necesidad de aumentar recursos financieros para todas las actividades señaladas, con respecto a negociar aumento de estas partidas presupuestarias.

Por lo que recomienda la transversalidad del enfoque de género en las estadísticas a utilizar.

Con relación al punto 4 que desarrolla lo relativo a la situación de la mujer, vemos que el censo del año 2000, todavía no incluye preguntas entorno a la violencia basada en el género; vemos que la población panameña tiene un porcentaje mayor de hombres 51% que de mujeres 49%.

En este sentido vemos también con los datos aportados por el censo una creciente migración de mujeres del área rural a las zonas urbanas; así como la compleja y difícil tarea de superar las brechas de género en cuanto a la superación de la pobreza y su acceso al desarrollo.

Con respecto a los programas de capacitación para la prevención, sanción y erradicación, se observa que no se ha creado un sistema integral que se retroalimente de manera sistemática en todas las instancias; y se observa por ejemplo que los maestros en un mínimo porcentaje (413) de todos los niveles educativos reciben capacitación, con respecto al sistema de justicia las capacitaciones son a cargo de la Escuela Judicial de Panamá, pero no se señalaron los porcentajes de participantes.

Se recomienda la creación de Observatorios Ciudadanos Locales (descentralizados) que estén a cargo de los Municipios con la colaboración de la Procuraduría de Derechos Humanos, u otra instancia pertinente, según la legislación nacional,  ya que se requiere de un ente contralor de las actividades del Estado en materia de Derechos Humanos de la Mujer, para monitorear y dar seguimiento a las acciones públicas y privadas de las acciones y estrategias para prevenir, atender, proteger, sancionar y erradicar  las diferentes formas de violencia basada en el género.

OBSERVACIONES DE LA AUTORIDAD NACIONAL COMPETENTE (ANC)

Con respecto al Informe Preliminar del Mecanismo de Seguimiento de Evaluación de la Implementación de las Disposiciones de la  Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, la Dirección Nacional de la Mujer del Ministerio de Desarrollo Social estima pertinente efectuar los siguientes comentarios: 

En el apartado I, Avances, se señala que la Ley No. 38 de julio de 2001 “...procura una mejor protección jurídica a las mujeres víctimas de cualquier forma de violencia basada en género”.  Lo cierto es que la Ley No. 38 de 2001 no hace uso del término violencia basada en género.  En cuanto estos informes deben reflejar estrictamente la realidad de los países analizados, reiteramos que la Ley No. 38 se circunscribe a la protección de víctimas de violencia doméstica y el maltrato a niñas, niños y adolescentes, mas no de la violencia basada en género.

En el mismo apartado I, apartado Obstáculos, se señala:
“Se debe observar  además que con respecto a las sanciones penales al agresor, por amenazas u hostigamiento a la integridad de la víctima contenidos en los Arts. 215ª y 220ª del Código Penal, esta sanción se limita al periodo de 1 a 3 años, de prisión por el delito de violencia domestica y de acoso sexual, sin establecer ninguna clase de mecanismos legales, que den seguimiento a la eficacia de estas sanciones, por parte de los aplicadores del sistema de justicia; ya que una legislación penal, requiere de una legislación penitenciara complementaria, que tenga programas de rehabilitación adecuados para los agresores; y protección a las victimas.”  

En este sentido estimamos pertinente aclarar que la Ley No. 38 de 2001 no solamente incluye la elevación de tipos penales en materia de violencia doméstica, sino que posee, igualmente, una serie de artículos que esbozan los marcos de una política estatal en el tema de violencia doméstica.  Así, el artículo 13 de dicha ley señala:

Artículo 13. El Capítulo V del Título V del Código Penal queda así:
Capítulo V
De la Violencia Doméstica y el Maltrato al Niño, Niña y Adolescente.

Artículo 215 A. 

La persona que agreda física, sexual, patrimonial o sicológicamente a otra o la hostigue, será sancionada con prisión de 1 a 3 años o con medida de seguridad curativa, consistente en un programa de tratamiento terapéutico multidisciplinario con atención especializada, aprobado por el tribunal de la causa.

De la lectura del artículo anteriormente trascrito, se concluye que la sanción establecida para el delito de violencia doméstica, en su forma simple, contempla la existencia de una aplicación de una medida curativa con enfoque multidisciplinario.  

Igualmente, el artículo 13 incluye el siguiente artículo al Código Penal: 

Artículo 215 C. En los casos de agresora o agresor primarios, el juez de la causa podrá sancionar con una medida de seguridad curativa, consistente en un programa de tratamiento terapéutico multidisciplinario, conforme al artículo 115 del Código Penal, debidamente vigilado por el Departamento de Corrección del Ministerio de Gobierno y Justicia, o con servicio comunitario supervisado por la autoridad competente dentro del corregimiento en que reside.

En caso de incumplimiento de la medida de seguridad curativa o del servicio comunitario supervisado, el juez deberá sustituirla por la pena de prisión correspondiente.

Así, igualmente se insiste en que en el tema del delito de violencia doméstica, la respuesta estatal no es únicamente la prisión o pena privativa de libertad.

Continúa el informe señalando lo siguiente:

“Sabemos lo complejo de la rehabilitación de la persona agresora, pero si no se cuenta con los programas integrales para los agresores en esta materia y su evaluación y monitoreo, difícilmente las sanciones penales serán efectivas, dado que usualmente estas penas, denominadas por la normativa penal como mínimas o de “bagatela” que van de 1 a  3 años son excarcelables...”  

En este punto es necesario aclarar que, si bien el tipo de violencia doméstica “simple” alcanza el beneficio procesal de conmutación de pena de prisión por medida curativa, lo cierto es que las formas del delito de violencia doméstica (tal y como queda establecido en el artículo 215 B del Código Penal, modificado por la Ley No. 38 de 2001), no se alcanza tal beneficio.

Señala el informe:

“...que se debe hacer una revisión integral a la legislación vigente, que permita mejorar las acciones y estrategias de prevención, atención, protección, sanción y erradicación de la violencia de genero, no únicamente en el plano domestico, sino también en el ámbito público en general.   Dado que la legislación penal, por si misma, no garantiza la erradicación del flagelo, sino va acompañada de una normativa especializada para crear un sistema de atención a las mujeres víctimas del flagelo con el acompañamiento de políticas públicas y planes nacionales, para su prevención, control y erradicación, se recomienda la creación y consiguiente aprobación de una legislación especial en la temática.”

La Dirección Nacional de la Mujer del Ministerio de Desarrollo Social reitera su posición de que la Ley No. 38 de 2001, lejos de ser una legislación que únicamente eleva a la categoría de delito la violencia doméstica, incluye medidas propias de política pública estatal contra este tipo de violencia.  Así lo destacan los artículos 20 al 31 de dicha legislación, bajo el título “Políticas Públicas”. 

Igualmente, reiteramos la existencia del Plan Nacional contra la Violencia Doméstica y Formas de Convivencia Ciudadana. Partiendo de un un conjunto de principios éticos, sustentados en la normativa internacional y nacional, y empleando el modelo ecológico como herramienta conceptual de su diseño, el plan tiene como fin “ser una guía para los y las actores claves de la sociedad panameña, de manera que se disminuya la violencia doméstica y sus consecuencias bio-psicosociales, económicas, jurídicas, legales y espirituales, así como la promoción y fortalecimiento de las políticas y acciones de convivencia ciudadana”.

Incluye en su diseño la participación e identificación de actores claves, tales como organizaciones gubernamentales, organizaciones no gubernamentales, empresa privada, Instituciones académicas, medios de comunicación social, organizaciones comunitarias, población afectada, y organismos internacionales. 

Posee cinco ejes: Eje de promoción, Eje de prevención, Eje de detección, Eje de atención y Eje de rehabilitación.

Cada eje de acción tiene acciones que versan sobre seis elementos: 1) Atención a problemas sociales; 2) Capacitación; 3) Investigación; 4) Organización de redes; 5) Participación social y comunitaria; y, 6) Financiación.


En el apartado intitulado Recomendaciones Específicas, referentes al Capítulo I, el informe de la experta señala:

“En tal sentido se debe recomendar la creación de un sistema normativo integral especial, que tenga controles de aplicación de las leyes especiales a través de la creación de PROTOCOLOS DE APLICACIÓN DE LA LEY ESPECIAL y de UN MECANISMO DE INDICADORES DE LA LEY, así como del desarrollo de políticas de prevención, atención y protección locales (descentralizadas) que sean desarrolladas por las municipalidades y la sociedad civil “

Nos parece en este punto, necesario aclarar que el Ministerio de Desarrollo Social, en conjunto con el Fondo  Mixto Hispano Panameño, ha participado en el diseño y reproducción de 30.000 ejemplares del “Decálogo de bolsillo de actuación policial con víctimas de violencia de género”; y de 5.000 ejemplares del “Manual de Procedimientos Policiales en materia de violencia de género, violencia doméstica y maltrato al niño, niña y adolescentes” y del “Manual de Consulta Jurídica en materia de violencia de género, doméstica y maltrato al niño, niña y adolescente”.

Por lo tanto, la República de Panamá cuenta con tres insumos de valor exponencial en el tema que nos ocupa:

· Decálogo de bolsillo de actuación policial con víctimas de violencia de género;

· Manual de Consulta Jurídica en materia de violencia de género, doméstica, y maltrato al niño, niña y adolescente; y,

· Manual de Buenas Prácticas para la atención de víctimas de Violencia de Género para Operadores/as de Justicia.

Igualmente, es pertinente señalar que el Órgano Judicial, apoyado por la Fundación Justicia y Género, con el apoyo de UNFPA-UNIFEM y el MIDES, elaboró un Protocolo de Aplicación de la Ley contra la Violencia Doméstica. 
En cuanto a la necesidad de la creación de mecanismos de indicadores de la Ley, la Dirección Nacional de la Mujer informa que  ha reactivado el Sistema de Indicadores con Enfoque de Género de Panamá (SIEGPA), dicho sistema constituye una base de datos, el cual ofrece una serie de indicadores que muestran la situación demográfica, social, económica y política de las mujeres en Panamá en relación con los hombres, siendo una de las temáticas la violencia de género.  Puede accesarse a dicha información a través de la página Web de la Contraloría General de la República de Panamá: www.contraloria.gob.pa.  

Requiere el informe de la experta, la creación  y ejecución de acciones a nivel local, a través de las municipalidades y de la sociedad civil.

En este sentido, debemos señalar que la Dirección  Nacional de la Mujer ha ejecutado el Proyecto de prevención y atención de la Violencia Doméstica en los Distritos de Soná y San Miguelito. Dicho programa, específicamente diseñado para la elaboración del Proyecto Planes Locales contra la Violencia Intrafamiliar, inició en octubre de 2002 y culminó en noviembre de 2004. El entonces Ministerio de la Juventud, la Mujer, la Niñez y la Familia a través de la Dirección Nacional de la Mujer, (DINAMU), conjuntamente con los Municipios de San Miguelito y Soná fueron las instancias responsables de su ejecución.

A partir del mes de julio del 2003 a diciembre del mismo año, el UNFPA apoyó este proceso con la contratación de una asesora en Violencia Intrafamiliar Doméstica, principalmente para dar soporte  a una de las investigaciones “Costos, Magnitud y Factores de Riesgo de la Violencia Intrafamiliar”. Igualmente, se elaboró en el marco del Plan Local un  “Inventario de Recursos Institucionales y Comunitarios”.

La finalidad del proyecto fue:
· Fortalecer la capacidad técnica y de gestión de las comunidades pilotos, para el diseño e implementación de planes locales de prevención de la violencia intrafamiliar;

· Diseñar y ejecutar un modelo posible de intervención para la violencia intrafamiliar a nivel local, que sirviera de insumo para la elaboración del Plan Nacional finalidad de fortalecer la capacidad técnica y de gestión de las comunidades pilotos; 

· Diseñar e implementar planes locales de prevención de la violencia intrafamiliar; 

· Desarrollo de  un modelo posible de intervención para la violencia intrafamiliar a nivel local, y que a la vez, sirviera de insumo para la elaboración del Plan Nacional contra la Violencia Intrafamiliar y Políticas de Convivencia  Ciudadana.

Al término del Programa se generaron los siguientes resultados: 
· Estudio de Costos, Magnitud y Factores de Riesgo de la Violencia Intrafamiliar, en cada comunidad piloto.

· Estudio de Recursos Institucionales a escala local en cada comunidad piloto.

· Planes Locales de Prevención de la Violencia Intrafamiliar diseñados.

· Plan de Capacitación para la Implementación del Plan Local en cada comunidad piloto.

· Ejecución del Plan de Capacitación en cada comunidad piloto.

· Difusión y sensibilización de las medidas adoptadas en los Planes Locales de Prevención y Atención de la Violencia Intrafamiliar.

El MIDES, a través de la Dirección Nacional de la Mujer y con el apoyo del Banco Interamericano de Desarrollo,  realizó una consultoría con la finalidad de iniciar el Proceso de Operativización de la Estructura Organizativa para la Implementación de los Planes Locales.  Este proceso generó la elaboración del Diseño del Plan Operativo Anual 2005 de Prevención y Atención a la Violencia Doméstica Intrafamiliar en el Distrito de Soná.  La propuesta del Plan Operativo Anual 2005 fue presentada en una Jornada de Trabajo que coordinó la DINAMU, con el Municipio de Soná y la Regional de la Provincia de Veraguas, para definir las Estructuras Operativas de la Red para la Ejecución del Plan Local. 

En septiembre del 2006, la Dirección Nacional de la Mujer del  MIDES, solicitó  al UNFPA,  en septiembre del 2006 la aprobación del Proyecto denominado: “Políticas Publicas de Prevención y Atención de la Violencia de Género en la Republica de Panamá”, el cual tiene como producto principal la operativización de un modelo piloto de atención integral de la violencia doméstica en el Distrito de Soná.  A través de este proyecto se contribuyó con el equipamiento, habilitación y conformación de un equipo interdisciplinario para la atención integral de las víctimas sobrevivientes. 

Con posterioridad, el MIDES le otorgó un subsidio con el fin de fortalecer las acciones del  modelo integral de promoción, prevención y atención de la violencia doméstica en el distrito de Soná.  Dicho subsidio se inicia a partir de septiembre de 2005 a marzo de 2006, por un monto de B/.10,000.00.  Posteriormente se otorga una prórroga a partir de abril 2006 a diciembre 2006 por la suma total de B/. 24,000.00. Hoy en día el centro  es una instancia de apoyo, orientación sico social, y legal.  Canaliza a las víctimas sobrevivientes a los lugares encargados de la recepción de denuncias,  atención física y sicológica (centros y hospitales), se coordina y da seguimiento a los casos a través de la coordinación con  los servicios interinstitucionales; igualmente se facilita información sobre los derechos de los niños, niñas y adolescentes. 

Ante la respuesta exitosa que este proceso de operativización de estructuras organizativas de los planes locales contra la violencia doméstica, hoy en día la República de Panamá cuenta con Redes Locales contra la Violencia Doméstica en los siguientes gobiernos locales: 
· Corregimiento de San Miguelito, provincia de Panamá;

· Corregimiento de Chepo, provincia de Panamá; 

· Corregimiento de Arraiján, provincia de Panamá, 

· Corregimento de Colón, provincia de Colón;

· Corregimiento de Las Tablas, provincia de Los Santos.  

· Las Minas; provincia de Herrera;

· La Chorrera, provincia de Panamá,

· Soná, provincia de Veraguas.

Con respecto al tema del Acoso Sexual en el campo laboral, señala el informe preliminar:
“...debido a que la Ley 4 de 29 de enero de 1999, en que se instituye la igualdad de oportunidades para las mujeres, en su artículo 8, numeral 10, se establece únicamente la referencia al delito de acoso sexual, dejando para la legislación penal su única sanción.”

Debemos aclarar que la incorporación del delito de acoso sexual en la legislación panameña se da a partir de la Ley No. 38 del 2001, específicamente, en su artículo número 15.
Por otro lado, se señala en el informe lo siguiente:
“... no debe comprender únicamente la tipificación del delito de acoso sexual, sino una adecuada normativa integral desde el ámbito laboral, educativo y social, que no se refleja en el contexto vigente del Código de Trabajo de la República de Panamá, donde no se aborda específicamente la superación de esta problemática que de viene la problemática desde el binomio discriminación y violencia basada en el género, que sufren las mujeres en los espacios públicos, en donde todavía su seguridad ciudadana es incipiente y son muy vulnerables. En la legislación nacional, no se reflejan los aspectos de prevención, atención, protección y sanciones adecuadas al respecto tanto en el ámbito administrativo laboral, como procesal y penal.”

Al respecto es necesario aclarar que el Código de Trabajo de la República de Panamá incluye varios artículos que hacen referencia al acoso sexual:
Artículo 127:  Se prohíbe a los trabajadores:

12. Realizar actos de acoso sexual.
Artículo 213:  Son causas justificadas que facultan al empleador para dar por terminada la relación de trabajo:

15. El acoso sexual, la conducta inmoral o delictiva del trabajador durante la prestación del servicio.
Artículo 138:  Queda prohibido a los empleadores:

15. Realizar actos de acoso sexual.
Artículo 139:  Las infracciones a las disposiciones de este capítulo se sancionarán con multas de veinticinco a doscientos cincuenta balboas, impuestas por la autoridad competente. 
De la lectura de los artículos antes descritos, se concluye que la respuesta legal en la República de Panamá dista mucho de ser únicamente penal, toda vez que se incluye el tratamiento de este tipo de conductas dentro de la legislación laboral, aclarando que tal acción acarrea no sólo las medidas penales referenciadas en el Código Penal, sino también la suspensión del contrato de trabajo, así como la imposición de multas pecuniarias, tanto para trabajadores como para empleadores que le incumplan. 

En el apartado intitulado Acceso a la Justicia, en lo referente a los obstáculos, la experta expresa lo siguiente:
“En este sentido es importante acompañarlo de un sistema de reeducación con respecto al abordaje de la masculinidad y sus formas de relacionarse con otras personas, a través de eliminar la discriminación, la violencia  y los parámetros androcentricos de convivencia, restaurando así el tejido social y familiar a través de los programas de masculinidad, donde se construya una forma diferente de trato, como una herramienta tanto preventiva, como de protección, que coadyuve desde “ la atención creciente al problema de los hombres y la dificultad para tratar la violencia de genero.”

Reiteramos en este sentido la existencia del Plan Nacional contra la Violencia Doméstica y Formas de Convivencia Ciudadana.DIcho plan parte de un conjunto de principios éticos, sustentados en la Normativa Internacional y nacional.  Los principios rectores del Plan Nacional son los siguientes: a) Fundamentación en los derechos humanos de las personas víctimas de violencia doméstica; b) Práctica de los valores éticos y morales unviersales; c) Promoción de la igualdad; y, d) Promoción de la calidad de atención e Integralidad y sostenibilidad de los esfuerzos.

Por otro lado, dicho plan nacional tiene como fin:

“Ser una guía para los actores claves de la sociedad panameña, de manera que se disminuya la violencia doméstica y sus consecuencias bio-psico-sociales, económicas, jurídicas legales y espirituales, así como se promuevan y fortalezcan políticas y acciones de convivencia ciudadana”.

El Plan Nacional contra la Violencia Doméstica es un instrumento de política pública nacional contra la violencia doméstica que, precisamente, reconoce la necesidad de abordar el tema de violencia doméstica con enfoque multidisciplinario, interdisciplinario y con acciones conjuntas de prevención y atención, reiterando la necesidad de realizar cambios estructurales, tal y como lo señala su propia justificación:

“La vilencia doméstica va más allá de los propios comportamientos violentos, implica un sistema de valores, creencias, actitudes y conductas aprendidas que se transmiten de generación en generación.  Por ello, se debe procurar que el alcance de las medidas que se emprendan, sea amplio y que además tengan efectos a largo plazo, como forma de asegurar un impacto permanente que produzca cambios en el comportamiento del colectivo familiar y social. “

Continúa el informe haciendo referencia al tema de la necesidad de efectuar y ejecutar políticas públicas integrales en materia de atención de la violencia contra las mujeres.

En este sentido, señala la experta:

“Las ideas, las imágenes y las normas a las cuales los hombres están expuestos desde el nacimiento juegan una función crucial en la configuración de su comportamiento.” 

La legislación nacional se hace eco de esta misma preocupación, y es por ello que en la propia Ley No. 38 del 2001 sobre violencia doméstica y maltrato a niños, niñas y adolescentes se estipula lo siguiente:

Artículo 23. El Ministerio de Gobierno y Justicia, junto con el Ministerio de la Juventud, la Mujer, la Niñez y la Familia [actual MIDES], coordinará, promoverá, desarrollará y supervisará programas de divulgación, a través de los medios de comunicación social, destinados a prevenir y erradicar la violencia; además, promoverá a incentivará programas para la divulgación de esta Ley. 

Además de la legislación antes transcrita, la Ley No. 4 de 1999, que instituye la Igualdad  de Oportunidades para las mujeres, señala:
Artículo 18. La imagen que de las mujeres proyectan los medios de comunicación social aparece estereotipada y son pocas las orientaciones que remarcan la representación de su condición y rol social, de manera que se transmite su imagen tradicional, diferenciando comportamientos discriminatorios entre ambos sexos que no reflejan la realidad de la mujer ni su participación social, y atenta contra sus aspiraciones individuales y colectiva. La emisión e incorporación de una imagen digna de las mujeres en los medios de comunicación social, puede representar un adelanto en la superación de estereotipos tradicionales y contribuir a sensibilizar a la opinión pública sobre la necesidad de adecuar los comportamientos y las estructuras sociales a la transformación del papel de las mujeres en la sociedad.

Artículo 19. La política pública del Estado destinada a promover en los medios de comunicación social una imagen digna de las mujeres, se implementará mediante las acciones siguientes:
1.
Investigar los tipos de mensajes, contenidos y valores que sobre las mujeres emiten los medios de comunicación social, y difundir sus resultados.
2.
Desarrollar campañas, a través de los medios de comunicación social, que analice los problemas más relevantes de las mujeres.

3.
Sensibilizar a los directivos, técnicos y gremios profesionales de la comunicación, a fin de crear los espacios suficientes para la promoción de una imagen respetuosa de las mujeres.
4.
Motivar al mercado publicitario para que proyecte, en sus espacios publicitarios, imágenes de contenido igualitario de las mujeres profesionales, amas de casa, estudiantes, y en la participación de la vida política, cultural y social del país.
5.
Capacitar a las comunicadoras y comunicadores sociales en la perspectiva de género.
6.
Desarrollar investigaciones sobre la situación profesional de las mujeres en el ejercicio de la comunicación social.
7.
Divulgar sistemáticamente, por los medios de comunicación social, los logros de las mujeres en los distintos campos de su vida cotidiana.
8.
Evitar en las programaciones, escritos, imágenes publicitarias y modelos estereotipados, que impliquen superioridad o inferioridad de hombres o mujeres.

9.
Estimular, en los programas donde se analice o debata cualquier tipo de problema social, el punto de vista de las mujeres y aumentar en ellos su participación numérica.
10.
Estimular la creación de medios de comunicación social alternativos, como programas de radio y televisión, revistas, boletines y periódicos locales y estudiantiles, que enfoquen los avances de la mujer.
11.
Orientar a la Dirección de Medios de Comunicación Social para que haga efectivas las disposiciones jurídicas que regulan los medios, así como las relacionadas con la situación social de las mujeres.

En el apartado intitulado “recomendaciones específicas” para el rubro de acceso a la justicia, el informe comentado recalca:
Se observa en el Informe, que no se establece específicamente lo relativo al aviso previo de la victima de manera directa o indirecta por parte de otras personas que sean testigos de cualquier forma de violencia a la policía, para que se interrumpa el ciclo de la misma; por lo que se recomienda que se revise la normativa al respecto para poder viabilizar el aviso antes de la denuncia como una herramienta viable para controlar al agresor de manera directa.

Al respecto, es necesario aclarar que el artículo 13 de la Ley No. 38 de 2001, establece sanciones para los funcionarias, funcionarios y particulares que no denuncien hechos de violencia doméstica, acoso, y maltrato a personas menores de edad:

Artículo 215 E. El funcionario o la funcionaria o el particular que tenga conocimiento de la ejecución de alguno de los hechos tipificados en este Título, y no lo haga del conocimiento de las autoridades, será sancionado con 50 a 150 días - multa. En caso de no probarse la comisión del delito, el funcionario o la funcionaria o el particular quedarán exentos de cualquier responsabilidad legal por razón de la denuncia.

Igualmente, la experta señala que existen limitaciones en el tema de la asesoría integral gratuita de carácter institucional, señalando textualmente: “...esta situación se subsidia por medio de las organizaciones no gubernamentales y empresa privada”.

El Ministerio de Desarrollo Social ha atendido en el Centro de Orientación y Atención Integral de forma gratuita, entre los meses de enero a octubre del año 2007,   454 mujeres por violencia física, 484 por violencia psicológica y 74 por violencia sexual, haciendo un total de 1,012 mujeres atendidas por distintos tipos de violencia. Dicho centro de orientación ofrece atención legal, sicológica y social de manera gratuita.

Igualmente, se cuenta con la línea de atención “147” que brinda, igualmente, atención legal, sicológica y social para quien lo solicite, de forma anónima.  

Por otro lado, el Ministerio de Desarrollo Social administra el Albergue Nueva Vida para víctimas de violencia doméstica.  Este centro ofrece alojamiento, alimentación, atención legal, psicológica y social, gratuita a mujeres víctimas de violencia doméstica y a sus hijos e hijas menores de 12 años.   Entre enero y octubre de 2007, ingresaron a éste un total de 46 mujeres, 41 niñas y 34 niños.
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